El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO FÁCTICO / ERRADA VALORACIÓN DEL ACERVO PROBATORIO / CASO, REGULACIÓN DE VISITAS A MADRE INTERDICTA / DEBE ESCUCHARSE A LA SEÑORA.
La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. (…)
En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, considera el demandante que el juzgado accionado incurrió en irregularidad al estimar como dictamen pericial una prueba que fue rendida como simple declaración y sin sustento científico. Además, que se desconoció el estado de interdicción en que se encuentra su progenitora, el que, en todo caso, de haberse tenido como superado, ha debido entonces escuchársele para determinar cuáles son sus verdaderos deseos respecto de las visitas que reclama.

En tales condiciones, corresponde a la Sala analizar si el juzgado accionado incurrió en un defecto fáctico, respecto del cual ha dicho la Corte Constitucional: 

“Desde sus inicios esta Corte estableció que los jueces de conocimiento tienen amplias facultades discrecionales para efectuar el análisis del material probatorio en cada caso concreto. Por ello, determinó que cuando se alega un error de carácter probatorio, la evaluación de la providencia judicial por parte de un juez de tutela debe privilegiar los principios de autonomía e independencia judicial”. (…)
… Ley 1996 de 2019, vigente para la fecha en que se dictó el fallo en el que encuentra el demandante vulnerados sus derechos, establece en su artículo 4º: 

“2. En todas las actuaciones se respetará el derecho de las personas a autodeterminarse, a tomar sus propias decisiones, a equivocarse, a su independencia y al libre desarrollo de la personalidad conforme a la voluntad, deseos y preferencias propias…”
De acuerdo con las normas y la jurisprudencia citadas, los funcionarios judiciales, en asuntos como aquellos en que estén de por medio derechos de las personas con discapacidad mental, están obligados a actuar con especial diligencia y cuidado al momento de adoptar decisiones que las pueden afectar, sobre todo a permitirles manifestar su voluntad respecto de la conveniencia de las medidas que se procuran materializar. 

En este caso, como ya quedó acreditado, el juzgado accionado procedió a definir la cuestión con sustento en los interrogatorios de las partes, los testimonios por estas solicitados y el informe del médico psiquiatra; sin embargo, se abstuvo de escuchar a la señora  Dolly o Dolores Trujillo de León, a quien, a pesar de haber sido declarada interdicta, le asiste derecho a ser escuchada respecto de si es su deseo recibir las visitas que el accionante pretende le sean reguladas.
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Acta No. 527 del 23 de octubre de 2019
Expediente No. 66001-22-13-000-2019-00650-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, instaurada por el señor Aicardo León Trujillo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el Procurador Judicial para Asuntos de Familia y las señoras Melva León Trujillo y Dolly o Dolores Trujillo de León.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:
1.1 Promovió ante el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal proceso para obtener se le permitiera visitar a su progenitora Dolly o Dolores Trujillo de León; demandó a su curadora Melva León Trujillo con sustento en que esta lesionó sus derechos y los de aquella al impedirle su acercamiento.

1.2 El deterioro de las relaciones familiares ha llegado hasta el punto de que se han inventado falsas amenazas para imposibilitar esas visitas y “acude al argumento insólito que mi mamá dice que no quiere verme como si ella tuviera la capacidad de auto determinarse”.
1.3 El juzgado accionado resolvió negar sus pretensiones, en evidente defecto fáctico que se configuró por las siguientes razones: a) en esa providencia se dijo que el psiquiatra había rendido dictamen, cuando en realidad lo que hizo el médico fue brindar una declaración fundamentada en los dichos de los acompañantes de la interdicta, “a lo que según él era motivo de consulta: mis vistas”. Por tanto, la conclusión a que llegó carece de sustento científico, máxime que al ser cuestionado admitió que “no la indagó por ello”; b) se desconoció el estado de interdicción en que se encuentra la citada señora, pues a pesar de su incapacidad mental, del cual dio cuenta el dictamen de Medicina Legal, se tuvo por cierto que ella no quería verlo y c) de habérsele tenido con plena capacidad de auto determinación, se le ha debido escuchar para establecer si en realidad ella tenía deseos o no de atender sus visitas “pero no que la providencia se apoyara en dichos que considero fueron manipulaciones”. 
1.4 No tiene ninguna diferencia con su progenitora, las dificultades se presentan con sus hermanas Melva y Vilma con quienes la relación familiar se malogró luego de la declaratoria de interdicción por demencia de aquella, pues a partir de esa fecha, quieren adueñarse de todo el patrimonio de la incapaz.

1.5 A pesar de que se considera buen hijo, lo hacen ver como “lo peor de lo peor” para negarle el amor y acompañamiento de su mamá; no puede visitarla porque según su hermanas y el médico psiquiatra, no tiene demencia sino depresión y está lúcida, lo que resulta inaudito porque “nunca una madre dice que no quiere que un hijo la visite”. Además, si en realidad ella manifiesta que no quiere recibir sus visitas, es porque fue objeto de manipulaciones. 
1.6 No cuenta con otro medio de defensa judicial e impedirle cualquier acercamiento con su progenitora genera un perjuicio irremediable, debido a su avanzada edad. 
2. Considera lesionado el derecho al debido proceso y para su protección solicita se ordene al juzgado accionado adoptar otra decisión de fondo en el proceso de regulación de visitas que promovió, sin tener en cuenta el testimonio del médico psiquiatra ni las declaraciones de la interdicta. 
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Mediante proveído del 2 de octubre último se admitió la acción y se ordenó vincular al Procurador Judicial para Asuntos de Familia y a las señoras Melva León Trujillo y Dolly o Dolores Trujillo de León.

2. En el curso de esta instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Procurador 21 Judicial II de Infancia, Adolescencia y Familia manifestó, luego de considerar superados los presupuestos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que la funcionaria accionada omitió decretar, de manera oficiosa, la entrevista o interrogatorio de la señora Dolly o Dolores Trujillo de León, prueba de capital importancia para definir la cuestión si se tiene en cuenta que en ella recae la calidad de persona titular del acto jurídico y es, por tanto, a quien le corresponde manifestar ante el despacho judicial si desea ver a su hijo o no, en aplicación del principio de inmediación probatoria. De igual forma, no se evidencia que en ese proceso de regulación de visitas aquella haya sido vinculada directamente. Por tanto, el juzgado accionado incurrió en defecto no en la decisión de fondo como tal, sino por aquella falencia probatoria y por indebida integración del contradictorio.     
2.2 La señora Melva León Trujillo, por intermedio de apoderada, señaló que ella, en calidad de curadora de su progenitora, contestó oportunamente la demanda de regulación de visitas promovida por el actor y se acogió a lo solicitado por el juzgado accionado dentro de ese proceso.
2.3 La titular del juzgado accionado y la señora Dolly o Dolores Trujillo de León guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la acción de tutela contra la decisión del juzgado accionado, por medio de la cual negó las pretensiones de la demanda de regulación de visitas formulada por el actor. De serlo, se establecerá si en ella se vulneraron derechos fundamentales del actor, que sea menester proteger.

3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes: “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)” 
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa” 
. 

4. Las pruebas incorporadas al expediente, en el disco compacto que obra a folio 47, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El señor Aicardo León Trujillo formuló demanda contra Melva León Trujillo para obtener se le ordenara autorizar las visitas a su progenitora Dolly o Dolores Trujillo de León, quien fue declarada interdicta y de quien aquella es su curadora
.
4.2 Luego de agotadas las etapas procesales de rigor, se convocó a las partes a audiencia de que tratan los artículos 372 y 373 del Código General del Proceso, la cual se llevó a cabo el 13 de septiembre último, dentro de la cual se practicaron las siguientes pruebas:

4.2.1 Se escuchó en interrogatorio al demandante, quien manifestó básicamente que su hermana Melva León Trujillo, curadora de su progenitora, le impide visitarla, a pesar de que con ella no ha tenido conflicto alguno; las diferencias familiares se presentan con la primera
.  
4.2.2 La demandada Melva León Trujillo, en el interrogatorio absuelto, dijo que su mamá les ha manifestado el deseo de no ver a su hijo Aicardo León Trujillo. Explicó que aunque su representada es de avanzada edad y sufre de enfermedad mental “se da cuenta de todo” y por eso conoce de las maniobras indebidas del demandante respecto de ella y de otro de sus hermanos, así como de los conflictos familiares que él ha generado, motivos que la llevaron a adoptar esa decisión
.  
4.2.3 Lo relativo a la intención de la señora Dolly o Dolores Trujillo de León de no querer acercamientos con el demandante, fue reiterado por Vilma Luceny León Trujillo y Claudia García León, familiares de las partes, en los testimonios rendidos
. 

4.2.4 Previo a la realización de esa diligencia se incorporó a la actuación documento que contiene la valoración psiquiátrica practicada por el médico especialista Carlos Javier Fernández a la señora Dolly o Dolores Trujillo de León, en el que se consignaron sus antecedentes clínicos, sus manifestaciones respecto a la relación con su hijo Aicardo León Trujillo, los comentarios que sobre esa misma situación hicieron sus hijas, el análisis, diagnóstico y tratamiento recomendado
.

De ese informe se corrió traslado a la parte demandante, por auto del 29 de julio de este año
.

En la audiencia a la que se viene haciendo mención, se recibió declaración al médico citado, quien expresó: a) que producto de la valoración practicada a la señora Dolly o Dolores Trujillo de León concluyó que ella no padecía demencia, sino depresión y al ser preguntado si en su opinión la citada señora goza de un estado de conciencia, su respuesta fue afirmativa; b) en relación con las visitas por parte de su hijo Aicardo León Trujillo, le informó el disgusto que ello le causaba debido a que cada vez que tienen encuentros “ella queda muy mal queda más triste, aburrida porque él siempre que va son más problemas y alegatos y ella dice que no le puede perdonar a él algo que le hizo a un hermano, eso me lo comentó ella… no le puede gustar que su hijo Aicardo vaya a su casa porque ella queda muy mal, queda más depresiva, porque su hijo altera el funcionamiento en la relación familiar”; c) esa determinación de la interdicta no pudo haber sido influenciada por terceros; d) de ordenarse las visitas pretendidas se le generaría a la paciente “angustia… porque ella queda más aislada… generalmente uno tiende a alejar al paciente con lo que le está afectado, y para qué va a permitir que el hijo se acerque si generalmente es lo que a ella la coloca mal, esto le va a incrementar más los síntomas de angustia, disconfort, desde el punto psiquiátrico si eso puede ser una recomendación y me dicen que la describa y para el bien del paciente yo colocaría favor suspender las visitas del hijo y el contacto con el paciente” y c) la valoración practicada en ningún momento se hizo bajo peritaje, sino como una consulta médica y por tal motivo no rindió dictamen pericial
.

4.2.5 Se profirió sentencia mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda.

Para así decidir, la funcionaria accionada consideró que en este caso está demostrada la existencia de conflictos familiares, los cuales han trascendido hasta imponer una orden de alejamiento, todo lo cual ha afectado la cercanía familiar de Aicardo León Trujillo y su progenitora, al punto que llevaron a esta última a manifestar su deseo de no verlo, circunstancia corroborada por el psiquiatra quien señaló que aquel le genera a la paciente sufrimiento y que de accederse a visitas no consentidas, se podrían incrementar los síntomas depresivos como tristeza, angustia, disconformidad y zozobra, motivo por el cual recomendó suspenderlas. Ese concepto, dice, tiene plena validez al provenir de un médico de amplia experiencia, quien explicó con suficiencia y de manera clara las conclusiones a que llegó. Frente a la afirmación de la parte demandante relativa a que esa prueba no constituye un dictamen pericial, tal como lo afirmó ese especialista, señaló que ello “no le quita la calidad de experticia a su informe”, máxime que no es el psiquiatra quien determina si ello configura o no peritaje. Por el contrario, al contener conceptos especializados que escapan a la órbita del juez, sí se puede tener como un dictamen de aquellas características. Refuerza lo anterior el hecho de que esa prueba fue decretada y practicada de conformidad con las reglas procesales vigentes.
Agregó que de conformidad con el artículo 4 de la Ley 1996 de 2019, entre los principios rectores de la aplicación de derechos a personas en interdicción se encuentra los de la autonomía y la primacía de la voluntad de preferencias de la persona titular del acto jurídico
.  

5. En este caso se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela que atrás se mencionaron, pues la cuestión planteada tiene relevancia constitucional en cuanto involucra el derecho al debido proceso; la decisión reprochada no admite recursos ordinarios, al tratarse de una sentencia proferida en un proceso de única instancia; el amparo se solicitó de manera oportuna, pues la decisión en que encuentra el actor lesionados sus derechos se adoptó  el 13 de septiembre último; las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; se identificaron los hechos generadores de la vulneración y no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.
6. En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, considera el demandante que el juzgado accionado incurrió en irregularidad al estimar como dictamen pericial una prueba que fue rendida como simple declaración y sin sustento científico. Además, que se desconoció el estado de interdicción en que se encuentra su progenitora, el que, en todo caso, de haberse tenido como superado, ha debido entonces escuchársele para determinar cuáles son sus verdaderos deseos respecto de las visitas que reclama.

En tales condiciones, corresponde a la Sala analizar si el juzgado accionado incurrió en un defecto fáctico, respecto del cual ha dicho la Corte Constitucional
: 

“15.  Desde sus inicios esta Corte estableció que los jueces de conocimiento tienen amplias facultades discrecionales para efectuar el análisis del material probatorio en cada caso concreto. Por ello, determinó que cuando se alega un error de carácter probatorio, la evaluación de la providencia judicial por parte de un juez de tutela debe privilegiar los principios de autonomía e independencia judicial. 

No obstante, tal poder discrecional debe estar inspirado en los principios de la sana crítica, atender necesariamente criterios de objetividad, racionalidad, legalidad y motivación, entre otros, y respetar la Constitución y la ley. De lo contrario, la discrecionalidad sería entendida como arbitrariedad judicial, hipótesis en la cual se configuraría la causal por defecto fáctico  y el juez de tutela podría revocar la providencia atacada.

16. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el defecto fáctico  se configura cuando: (i) existe una omisión en el decreto de pruebas que eran necesarias en el proceso; (ii) se da una valoración caprichosa y arbitraria de las pruebas presentadas; (iii) no se valora en su integridad el material probatorio, y/o (iv) las pruebas carecen de aptitud o de legalidad, por su inconducencia, o porque fueron recaudadas de forma inapropiada…

Asimismo, esta Corte puntualizó que este defecto tiene dos dimensiones, una positiva y otra negativa. La primera se presenta cuando el juez efectúa una valoración por completo equivocada, o fundamenta su decisión en una prueba no apta para ello; y la segunda, cuando omite o ignora la valoración de una prueba determinante o no decreta su práctica sin justificación alguna.
Con todo, esta Corporación ha sido enfática en señalar que para que la tutela resulte procedente ante un error fáctico, “[e]l error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto”
…”
De acuerdo con esa jurisprudencia, se produce entonces la vía de hecho que justifica conceder el amparo constitucional cuando el juez omite la práctica o el análisis de las pruebas, las interpreta de forma errónea o valora aquellas que son nulas de pleno derecho. 

7. El artículo 13 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, aprobada por el Estado Colombiano mediante la Ley 1346 de 2009, establece que: “Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad tengan acceso a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, incluso mediante ajustes de procedimiento y adecuados a la edad, para facilitar el desempeño de las funciones efectivas de esas personas como participantes directos e indirectos, incluida la declaración como testigos, en todos los procedimientos judiciales, con inclusión de la etapa de investigación y otras etapas preliminares.”
Así mismo la Ley 1996 de 2019, vigente para la fecha en que se dictó el fallo en el que encuentra el demandante vulnerados sus derechos, establece en su artículo 4º: 
“2. En todas las actuaciones se respetará el derecho de las personas a autodeterminarse, a tomar sus propias decisiones, a equivocarse, a su independencia y al libre desarrollo de la personalidad conforme a la voluntad, deseos y preferencias propias, siempre y cuando estos, no sean contrarios a la Constitución, a la ley, y a los reglamentos internos que rigen las entidades públicas y privadas… 3. Primacía de la voluntad y preferencias de la persona titular del acto jurídico. Los apoyos utilizados para celebrar un acto jurídico deberán siempre responder a la voluntad y preferencias de la persona titular del mismo. En los casos en los que, aun después de haber agotado todos los ajustes razonables disponibles, no sea posible establecer la voluntad y preferencias de la persona de forma inequívoca, se usará el criterio de la mejor interpretación de la voluntad, el cual se establecerá con base en la trayectoria de vida de la persona, previas manifestaciones de la voluntad y preferencias en otros contextos, información con la que cuenten personas de confianza, la consideración de sus preferencias, gustos e historia conocida, nuevas tecnologías disponibles en el tiempo, y cualquier otra consideración pertinente para el caso concreto.”
El artículo 56 de esa misma ley, en su parte pertinente, prevé:
“En un plazo no superior a treinta y seis (36) meses contados a partir de la entrada en vigencia del Capítulo V de la presente ley, los jueces de familia que hayan adelantado procesos de interdicción o inhabilitación deberán citar de oficio a las personas que cuenten con sentencia de interdicción o inhabilitación anterior a la promulgación de la presente ley, al igual que a las personas designadas como curadores o consejeros, a que comparezcan ante el juzgado para determinar si requieren de la adjudicación judicial de apoyos… En ambos casos, el juez de familia determinará si las personas bajo medida de interdicción o inhabilitación requieren la adjudicación judicial de apoyos, de acuerdo a: 1. La voluntad y preferencias de las personas bajo medida de interdicción o inhabilitación…”
En relación a la opinión de la persona con discapacidad mental en asuntos judiciales que lo involucren, ha dicho la Corte Constitucional:

“Asimismo, de manera particular, es preciso destacar que, en relación con las personas con discapacidad mental, la Ley 1306 de 2009 incorporó taxativamente al ordenamiento colombiano el derecho que ellos tienen a que se les respete la voluntad y autonomía, considerando importante escuchar sus opiniones en torno a lo que les conviene o no.

…
 

Conforme a las consideraciones expuestas en esta providencia, el marco jurídico aplicable a los procesos de interdicción, acorde con los instrumentos internacionales previstos para la protección de los derechos de las personas con discapacidad y, especialmente, aquellas que padecen algún tipo de enfermedad mental o cognitiva, esta Sala considera que el Tribunal Superior de Medellín incurrió en un defecto fáctico al omitir la manifestación de voluntad de Dora Elena Patiño, en el sentido de querer estar bajo el cuidado de su madre, Marina Amariles.
…

  
Como pudo advertirse, el Juzgado 1º de Familia de Itagüí puso de presente la importancia que tiene escuchar y conocer las decisiones de quienes padecen discapacidad mental, pues de lo contrario sería discriminar a la persona por su condición, por lo que, en el caso de Dora Elena la manifestación dirigida a señalar la persona con quien sentía que estaría en mejores condiciones respecto de los cuidados derivados de la enfermedad cerebrovascular que padece, no podían simplemente omitirse o ignorarse como consecuencia de su condición, pues se reitera, tanto la CDPD como la Ley 1306 de 2009 contemplan el principio a que se respete su autonomía y libre determinación, pues en caso contrario, se estaría anulando la capacidad jurídica del afectado y de paso el reconocimiento de su derecho a la igualdad frente a la ley.
 
De modo que, considerando el cambio de paradigma establecido por el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, resulta evidente que el Estado, en este caso representado en el poder judicial, no puede negar o anular la capacidad jurídica de las personas por motivos de discapacidad mental, sino que, al contrario, deben desarrollar y proporcionar apoyos para que puedan ejercerla efectivamente. Este artículo, acogido por el legislador mediante la Ley 1306 de 2009, marca una nueva forma de entender la capacidad jurídica de las personas con discapacidad y, por tanto, es deber de los jueces comprenderlo, en el sentido de garantizar el respeto de la voluntad y preferencias de la persona con discapacidad mental.”
 (Subrayas fuera del texto original)
8. De acuerdo con las normas y la jurisprudencia citadas, los funcionarios judiciales, en asuntos como aquellos en que estén de por medio derechos de las personas con discapacidad mental, están obligados a actuar con especial diligencia y cuidado al momento de adoptar decisiones que las pueden afectar, sobre todo a permitirles manifestar su voluntad respecto de la conveniencia de las medidas que se procuran materializar. 
9. En este caso, como ya quedó acreditado, el juzgado accionado procedió a definir la cuestión con sustento en los interrogatorios de las partes, los testimonios por estas solicitados y el informe del médico psiquiatra; sin embargo, se abstuvo de escuchar a la señora  Dolly o Dolores Trujillo de León, a quien, a pesar de haber sido declarada interdicta, le asiste derecho a ser escuchada respecto de si es su deseo recibir las visitas que el accionante pretende le sean reguladas.

10. Además, valoró como dictamen pericial lo que no puede considerarse tal, pues el documento respectivo no reúne los requisitos del artículo 226 del Código General del Proceso. En efecto, a) no manifestó el médico, bajo juramento, que su opinión es independiente y corresponde a su real convicción profesional; b) no contiene conclusión alguna sobre lo que es objeto de este proceso, pues en el respectivo documento solo se consigna lo relacionado con la valoración que se le hizo a la citada señora; sus manifestaciones en el sentido de no querer vivir con Aicardo ni que le haga visitas en su casa y el tratamiento recomendado; c) no se dijo si el médico especialista había realizado publicaciones relacionadas con el tema en controversia; d) no contiene la lista de los casos en que haya actuado como perito; e) si ha sido designado como tal por la parte demandada o por su apoderado; f) si se encuentra incurso en las causales contenidas en el artículo 50, en lo pertinente y g) como no contiene ninguna conclusión, tampoco se mencionaron los exámenes, métodos, experimentos e investigaciones efectuados.

Es más, el mismo profesional dijo que no rendía un dictamen. Textualmente dijo: “lo que pasa es que yo no vi a la paciente bajo un peritaje, a mí nunca me llego un oficio solicitando una evaluación judicial, a mí me la llevaron para una consulta médica y así quedó descrita en la historia clínica, uno el experticio lo hace cuando lo solicita, generalmente los que he hecho lo solicita es un juez y de varios municipios y a veces  trae las preguntas que le debo realizar, pero esta vez a mi llamaron fue para una consulta médica, la vi como un paciente más no como una persona que estaba en conflicto judicial y pueden mirar la historia y dice historia clínica y no dice concepto dictamen pericial, cualquier historia clínica puede llegar en un momento dado a un juzgado porque esto es un documento legal…” y más adelante reitera que ese documento contiene el resultado de  una consulta médica, pero no es un dictamen.

11. De acuerdo con lo expuesto, se produjo entonces un defecto fáctico, al haber omitido la práctica de una prueba particularmente importante en este caso: escuchar la opinión de la señora Dolly o Dolores Trujillo de León acerca de las visitas que pretende su hijo, el aquí demandante, le sean reguladas. Además, porque se valoró como dictamen pericial, prueba que no era tal.

Esas razones justifican conceder la tutela reclamada porque se incurrió en defecto fáctico, el que resulta ostensible y porque de haberse oído la opinión de la citada señora y de haberse valorado en forma diferente lo que se tuvo como dictamen pericial, tal vez la decisión a adoptarse hubiese sido otra. 

En consecuencia y como además se comparten los argumentos del señor Procurador Judicial para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia, se dejará sin efecto la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 13 de septiembre de este año, en el proceso tantas veces citado y se ordenará a la titular de ese despacho que antes de dictar el fallo respectivo, en el que deberá valorar debidamente lo que consideró un dictamen pericial y el que deberá producirse en un plazo máximo de diez días, escuche la opinión de la señora Dolly o Dolores Trujillo de León, respecto a las visitas que pretende hacerle su hijo, el aquí demandante
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Conceder la tutela solicitada por el señor Aicardo León Trujillo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el Procurador Judicial para Asuntos de Familia y las señoras Melva León Trujillo y Dolly o Dolores Trujillo de León.
SEGUNDO: En consecuencia, para proteger el derecho al debido proceso, se deja sin efecto sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal el 13 de septiembre de este año, en el proceso instaurado por el aquí accionante, tendiente a obtener se regulen las visitas que considera tiene derecho a hacer a su madre, la señora Dolly o Dolores Trujillo de León.

TERCERO: Se ordena a la funcionaria accionada que antes de dictar el fallo respectivo, en el que deberá valorar debidamente lo que consideró un dictamen pericial y el que deberá producirse en un plazo máximo de diez días, escuche la opinión de la señora Dolly o Dolores Trujillo de León, respecto a las visitas que pretende hacerle su hijo, el aquí demandante

CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
QUINTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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